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NOTA INTRODUCTORIA

La reforma judicial de 2024 alteró, de raíz, la forma en la que en México se imparte justicia. La elección de juezas y jueces por voto popular, la desaparición del Consejo de la Judicatura Federal, la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un Órgano de Administración Judicial, así como la sustitución de buena parte de quienes ocupaban los cargos jurisdiccionales, configuraron un cambio de tal magnitud que, más que cerrar un debate, lo abrió. Concluida la fase más ruidosa de la discusión y entrada ya en vigor la reforma, nos pareció que valía la pena hacer una pregunta distinta y, acaso, más difícil: ¿qué sigue ahora?

Con esa inquietud convocamos a un grupo de personas cuyo conocimiento y oficio admiramos para que reflexionaran, cada una desde su materia y su experiencia, sobre lo que la reforma deja por delante. No les pedimos una defensa ni una condena, sino un examen sereno: cómo estábamos antes, qué cambió y qué conviene hacer a partir de aquí. Las 14 respuestas que integran este libro son el resultado de esa conversación. A todas las autoras y autores les agradecemos su generosidad, su rigor y la franqueza con que aceptaron pensar en voz alta sobre un asunto que a todos nos concierne.

Este volumen no aspira a ser el último balance de la reforma, sino una primera cartografía de sus consecuencias. Está escrito pensando en el lector no especializado, pero interesado: quien intuye que lo que ocurre con los tribunales acabará por tocar su vida. Ofrecemos, a continuación, una reseña de cada contribución, en el orden en que el lector las encontrará.

LA NUEVA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA José Ramón Cossío Díaz

Cossío contrasta la Suprema Corte que existió entre 1994 y 2024 con la que emerge tras la reforma, atendiendo no sólo a la elección popular de sus integrantes, sino a su organización, competencias y funcionamiento. Recuerda cómo la Corte se consolidó como tribunal constitucional y concentró un notable poder de invalidación. Advierte que el nuevo diseño subordina la racionalidad jurídica a la política y anticipa que, por los problemas de gobernabilidad y convivencia que habrá de generar, el modelo está llamado a fracasar en el mediano plazo.

CARRERA JUDICIAL SIN JUECES: LA PARADOJA DE LA REFORMA JUDICIAL DE 2024 Azul A. Aguiar Aguilar 

Aguiar expone la paradoja central de la reforma: se rediseña la carrera judicial excluyendo de ella, precisamente, a jueces y magistrados. Sitúa el cambio dentro de la tendencia global de erosión democrática, donde los contrapesos se debilitan mediante reformas legales y graduales. La desaparición del Consejo de la Judicatura y su reemplazo por órganos de control fragmentan funciones y sustituyen el mérito por la lealtad política, con efectos directos sobre la independencia judicial y la calidad de la justicia.

¿QUÉ HICIMOS PARA LLEGAR A ESTE PUNTO? LA ABOGACÍA FRENTE A LA REFORMA JUDICIAL Rodrigo Díez Gargari

Díez piensa la reforma desde la enseñanza del derecho y el ejercicio de la abogacía, y formula una pregunta incisiva para el propio gremio: ¿qué hicimos para que esto fuera posible? Sin exculpar al poder político, sostiene que el malestar social que la reforma capitalizó se nutrió de prácticas que los abogados toleraron, entre ellas una corrupción cotidiana que suele ser local, no federal. Convencido de que la reforma es equivocada, invita al gremio a asumir su parte de responsabilidad.

EL GRAN PROBLEMA: CAMBIAR EL DERECHO SIN CAMBIAR A QUIENES LO APRENDEN, LO ENSEÑAN Y LO EJERCEN  Juan Jesús Garza Onofre

Garza Onofre señala una ausencia escandalosa: en la mayor reforma a la justicia de nuestra historia, la educación jurídica no entró siquiera en el diagnóstico. Compara el olvido con modernizar un hospital sin pensar en la formación de los médicos. Su argumento es que, mientras las escuelas de derecho sigan funcionando como “fábricas de autómatas”, cualquier reforma quedará incompleta. Reclama, más que recetas, una conversación pública seria sobre cómo se forma a quienes habitarán las instituciones.

LA REFORMA JUDICIAL: OTRA REFORMA “CONTRA” LA CORRUPCIÓN Yadira García Montero

García Montero examina el argumento anticorrupción que sirvió de estandarte a la reforma. Reconstruye el andamiaje previo —el Sistema Nacional Anticorrupción y los mecanismos disciplinarios del Poder Judicial— y señala los vacíos que la reforma deja abiertos. Su advertencia es incómoda: al politizarse la designación de quienes investigan y sancionan, la lucha contra la corrupción puede volverse una herramienta selectiva. La corrupción, concluye, exige mucho más que discursos y esperanzas.

DERECHO CIVIL Y MERCANTIL: DESAFÍOS EN TIEMPOS DE REFORMA Ruth Haggi Huerta García

Huerta García conduce al lector por la materia civil, mercantil y, en especial, concursal, ese ámbito poco difundido que, sin embargo, protege la economía y las fuentes de empleo. Repasa la larga y accidentada implementación de los juicios orales mercantiles para mostrar cuánto cuesta materializar un cambio de fondo. Frente a la salida de la mitad de las personas juzgadoras, ve en la coyuntura una oportunidad para corregir aquello que, se dijo, estaba mal, siempre que se garantice profesionalización y excelencia.

EL JUICIO DE AMPARO ANTES Y DESPUÉS DE LA REFORMA JUDICIAL Roberto Lara Chagoyán 

Lara desmonta el “mito” del amparo mexicano, esa institución de la que nos enorgullecemos como si viviéramos aún en el siglo XIX, para distinguir sus virtudes reales de su idealización. Reconoce el prestigio histórico del juicio de amparo, pero también su creciente complejidad y sus rezagos frente a otros sistemas de la región. Sobre esa base muestra cómo la reforma de 2024 está impactando negativamente su práctica cotidiana, en perjuicio de quienes acuden a él a defender sus derechos.

EL DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO FRENTE A LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 2024 Carla Livier Maya Castro

Maya Castro observa que la reforma de 2024 no modificó directamente el sistema de justicia laboral construido en 2017 y 2019, lo que considera un acierto, pero sí alteró de manera profunda las condiciones de independencia, imparcialidad y profesionalización en que operan los tribunales laborales. Advierte que la justicia laboral colectiva incide en la libertad sindical, la negociación colectiva y la estabilidad social, y propone medidas para que los avances alcanzados en la materia no se vean comprometidos.

LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS Mariana Mureddu Gilabert

Desde su experiencia de 31 años en la función jurisdiccional, Mureddu recuerda que no todo conflicto se resuelve con una sentencia y que judicializarlo todo satura a los tribunales y frustra a la gente. En un contexto de tribunales inexpertos y sobrecargados, defiende los mecanismos alternativos —mediación, conciliación— como una vía más breve, económica y humana. Su testimonio muestra que la justicia puede ser también reconciliación, diálogo recuperado y paz recobrada.

EL DERECHO ELECTORAL. ¿QUÉ SIGUE DESPUÉS DE LA REFORMA JUDICIAL? Arturo Ramos Sobarzo

Ramos Sobarzo estudia las repercusiones de la reforma en materia electoral, tanto las directas como las de efecto más mediato. Recuerda la costumbre mexicana de cambiar las reglas del juego después de cada elección y analiza la propia elección judicial de 2025, con problemas como la imposibilidad de recuentos. Llama a la academia y a la práctica jurídica a no aceptar el nuevo escenario de forma acrítica, sino a diagnosticarlo y a proponer mejoras que trasciendan al gremio.

DEL DERECHO A LA REALIDAD: QUÉ DEBE HACER MÉXICO TRAS LAS REFORMAS EN MATERIA DE DERECHOS DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD  Carlos Ríos Espinosa

Ríos Espinosa toma las reformas de 2023 y 2024 —la eliminación de la interdicción, el reconocimiento de la capacidad jurídica con apoyos, la atención a la violencia y los sistemas de cuidado— como punto de inflexión para las personas con discapacidad. Con base en el trabajo de campo de Human Rights Watch, muestra la distancia que aún separa el reconocimiento jurídico de su implementación efectiva. Su tesis es clara: sin reglas, recursos y participación, el derecho reconocido sigue siendo frágil.

LA FUNCIÓN DE EVALUACIÓN EN LA JUDICATURA José Roldán Xopa 

Roldán Xopa analiza una pieza poco visible pero decisiva: la evaluación del desempeño judicial, que la reforma traslada al nuevo Tribunal de Disciplina Judicial. Examina la naturaleza de esa potestad y su preocupante cercanía con la función sancionadora, así como los vacíos sobre quién y cómo se evalúa. Su reflexión muestra que, mal diseñada, la evaluación puede convertirse en un instrumento de presión sobre las personas juzgadoras en lugar de un mecanismo de rendición de cuentas.

LENGUAJE LLANO Y JUSTICIA: LA CLARIDAD Y LA TÉCNICA COMO DÉBITO Rafael Estrada Michel

Estrada Michel sostiene que el Estado nos debe claridad: unos procesos comprensibles y unas razones que puedan conocerse, pues toda potestad que se oculta pretende endiosarse. Muestra con ejemplos, como la prisión preventiva “oficiosa”, cómo el lenguaje ampuloso de la ley confunde y desactiva el control ciudadano. En un entorno de desacato a las sentencias, advierte que sin comprensión no hay quien defienda las resoluciones judiciales, y con ellas se debilita la fuerza misma del derecho.

JUSTICIA E INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN TIEMPOS DEL POPULISMO Miguel Bonilla López

Bonilla parte de la enormidad del poder jurisdiccional —el que puede privarnos de libertad, patrimonio y familia— para subrayar por qué importa tanto quién juzga y con qué cualidades. Documenta cómo el populismo ha buscado hacer nimia o incondicional a la judicatura, y reflexiona sobre el riesgo de un juez convertido en “autómata de párrafos”. En ese horizonte examina el lugar que la inteligencia artificial puede y no puede ocupar en la impartición de justicia.

Son 14 miradas, 14 oficios, una misma inquietud. No coinciden en todo —ni lo pretendíamos—, pero comparten la convicción de que entender lo que sigue es la mejor manera de cuidar aquello que está en juego. Ofrecemos estas páginas al lector con la esperanza de que le sean útiles para formarse su propio juicio.

JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ Y MIGUEL BONILLA LÓPEZ, COORDINADORES








La nueva Suprema Corte de Justicia


José Ramón Cossío Díaz





EN SEPTIEMBRE DE 2024, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) dejó de ser la misma institución que México había conocido, debido a una serie de reformas que culminaron a finales de 2025. Para entender el alcance de dicha transformación, es necesario referirnos no sólo a los aspectos más conocidos, relativos a la elección de sus integrantes mediante el voto popular, sino, sobre todo, a las cuestiones que tienen que ver con su organización, competencias y funcionamiento.

LA SCJN DE 1994 A 2024

La reforma judicial de diciembre de 1994 significó uno de los mayores cambios históricos en la estructura y organización del Poder Judicial de la Federación (PJF), incluida desde luego la propia SCJN. Hasta ese año —y prácticamente desde sus orígenes— a este último órgano jurisdiccional le correspondieron las tareas vinculadas con la última instancia de la impartición de justicia federal y la administración del propio PJF.

En lo que corresponde al primer aspecto, la SCJN era la instancia final de una parte muy importante de los procesos jurisdiccionales existentes en el país, primordialmente a través de las resoluciones dictadas en los juicios de amparo —directo e indirecto—; en las controversias constitucionales entre la Federación y los estados; en las contradicciones de tesis, así como en los conflictos entre particulares y los propios órganos del PJF por la contratación de bienes o servicios. En cuanto al segundo aspecto, a la SCJN le competió todo lo relativo a la designación de los juzgadores —jueces y magistrados— y de su personal, así como a sus adscripciones, remociones y régimen disciplinario, además de todo lo relacionado con su presupuesto, bienes —inmuebles y muebles—, salarios y demás componentes necesarios para su funcionamiento.

Este modelo jurisdiccional se fue desarrollando a lo largo de los años mediante sucesivas reformas, muchas de ellas encaminadas a paliar el creciente número de asuntos identificados como rezago. Este objetivo explica el incremento en el número de ministros —de 11 en 1917 a 26 en 1994— y las reformas de 1950, 1967 y 1987, entre otros cambios. Es posible sostener, sin exageración, que el modelo vigente en 1994 resultó de los ajustes al esquema que existió hace un siglo. Frente a él se desarrolló la reforma que daría paso a una nueva etapa de la justicia federal mexicana.

A iniciativa del entonces presidente Ernesto Zedillo, la Constitución se reformó en diciembre de 1994 para introducir distintos cambios de naturaleza organizacional, jurisdiccional y administrativa de la SCJN. Fue así como se redujo el número de ministros de 26 a 11 y las salas de cinco a dos; se cambió el mecanismo para su designación; se reformularon las controversias constitucionales y se establecieron, por vez primera en nuestro orden jurídico, las acciones de inconstitucionalidad. Con ambos mecanismos, la SCJN consolidó su posición de tribunal constitucional del Estado mexicano.

Otro cambio consistió en la creación del Consejo de la Judicatura Federal (CJF), órgano encargado —con excepción de la SCJN— de la administración del PJF. A partir de febrero de 1995, los siete integrantes de ese nuevo órgano tuvieron a su cargo lo relativo al presupuesto, adscripciones, sanciones y remociones de los jueces y magistrados federales, así como de su personal administrativo y jurisdiccional. Igualmente, se le asignó el nombramiento de los nuevos juzgadores mediante concursos de oposición realizados en distintas etapas y métodos.

Con independencia de la diversificación de competencias entre la SCJN y el CJF, a la primera le siguió correspondiendo una posición preponderante en el esquema organizativo de todo el PJF. La reforma de 1994 no significó ningún cambio en el conocimiento de los temas jurisdiccionales. Adicionalmente, los conflictos entre el CJF y los particulares siguieron siendo conocidos por el pleno de la SCJN, a lo que se agregó la resolución de los recursos interpuestos en materia de carrera y disciplina judiciales. Después de algunos escarceos competenciales, la SCJN mantuvo sus competencias finales en la interpretación de las normas electorales frente a lo sostenido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (SSTEPJF), lo que le permitió mantener un monopolio interpretativo sobre la Constitución y buena parte del orden jurídico mexicano.

El modelo introducido en 1994 no sufrió mayores cambios en los años previos a la reforma de 2024. Aun cuando en esos 30 años se dieron distintas reformas y ajustes significativos en materia de derechos humanos, juicios de amparo y procesos ordinarios —en especial en materia penal y mercantil—, ninguno incidió en el esquema acabado de sintetizar.

Gracias a sus nuevas competencias, el contexto mundial, los procesos nacionales de transición democrática y los empeños individuales de sus integrantes, la SCJN en particular y los órganos del PJF en general se empoderaron de un modo nunca visto en nuestra historia jurídica. El potencial invalidatorio de las sentencias judiciales se amplió considerablemente. La extensión del parámetro de control de regularidad mediante los derechos humanos de fuente constitucional y convencional, a partir de la reforma de junio de 2011, permitió a los juzgadores influir en la comprensión y dirección de las actividades legislativas y administrativas. Los poderes federales y locales establecieron un diálogo fundado en el texto constitucional interpretado por la SCJN, los tribunales de circuito y los juzgados de distrito.

En 2018, los órganos jurisdiccionales contaban con una amplia y creciente presencia en la actividad jurisdiccional, tanto en el discurso como en el posicionamiento públicos. Al haberse constituido —discursiva y funcionalmente— en garantes de los derechos humanos mediante el juicio de amparo, y de los sistemas federal y de división de poderes a partir de las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad, habían logrado significarse como contrapesos frente a los órganos políticos, legislativos y administrativos.

PROBLEMAS

Como resultado del empoderamiento de los órganos de impartición de justicia constitucional, se fue logrando una novedosa relación entre la antigua y conocida racionalidad política y la nueva e incipiente racionalidad jurídica. Se trató de un momento inédito en la historia del país, en el que los juzgadores fueron acotando las posibilidades y las voluntades de una clase política y burocrática que no habían conocido hasta entonces. Por una parte, los expresidentes Ernesto Zedillo, Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto aceptaron, con mayor o menor entusiasmo, la posibilidad de que los jueces determinaran sus cursos de acción y los límites de su política. También, y con las mismas reticencias, lo hicieron los diversos órganos legislativos, las administraciones públicas y los partidos políticos.

Por otra parte, la SCJN y el PJF enfrentaron problemas antes de la reforma de septiembre de 2024. Desde un punto de vista estrictamente operativo, había desacomodos entre lo que se decía que la justicia hacía o lo que estaba por lograr y aquello que cotidianamente se vivía en el país. Los considerables avances en la justicia constitucional no correspondían con los rezagos existentes en la procuración y la impartición de la justicia ordinaria. La celebrada reforma penal de 2008 no había logrado revertir la violencia ni la impunidad. Un número creciente de personas no encontraba solución a sus conflictos mediante la precaria justicia nacional, pues las reformas en los procesos mercantiles, laborales, civiles y familiares no consiguieron todos los remedios esperados. Las modificaciones en los juicios colectivos y los medios alternativos de resolución de disputas tampoco lograron grandes transformaciones de la vida social. En un clima de creciente corrupción —pública y privada—, galopante impunidad y notable violencia, los órganos de procuración e impartición de justicia no pudieron satisfacer las expectativas que los discursos judicialista y procesalista habían generado. Se presentó en el país una considerable frustración por la incompatibilidad entre los discursos y las promesas en torno a la justicia, así como a sus efectos frente a las realidades cotidianas que las personas sufrían.

Las posibilidades de transformación social mediante la justicia, así como el establecimiento de límites percibidos como impropios por la política, generaron una condición de desgaste judicial en general, y sobre los quehaceres de la SCJN en particular.

Al tomar posesión de su cargo como presidente de la República el 1º de diciembre de 2018, Andrés Manuel López Obrador retomó algunas de las tesis que había sustentado acerca de los vínculos y entendimientos entre el derecho y la jurisdicción respecto a la política. En especial, el que tuvo que ver con la subordinación de los dos primeros ante la última. Aun así, la relación entre esos elementos no fue lineal, pues tuvo sus altibajos. En ocasiones, el discurso político y las prácticas normativas tenían coincidencia, pero en otros casos hubo enfrentamientos directos y personales con los titulares de los órganos de impartición de justicia. El presidente López Obrador no admitía que las decisiones judiciales contravinieran lo que era decidido por él o por los órganos legislativos y administrativos a los que controlaba.

A pesar de esos enfrentamientos constantes, López Obrador no terminó de romper abiertamente con los órganos judiciales. De hecho, impulsó una reforma constitucional que fue publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) del 11 de marzo de 2021, sin introducir afectaciones graves a la independencia y autonomía judiciales.

Sin embargo, en el último año de su sexenio, López Obrador parece haber resentido en clave de agravio, y dada su cultura priista del poder, las limitaciones provenientes de esa racionalidad jurídica que no sólo no conocía, sino que encontraba indebida respecto de su forma de entender y de estar en el mundo público. Asimismo —y bajo un entendimiento concurrente o separado—, es posible asumir que sus temores por la persecución a sus allegados y simpatizantes por los actos de corrupción cometidos en su sexenio lo indujeron a buscar el apoderamiento de los jueces para garantizar impunidad.

PROPUESTAS Y PROCESOS DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES

Cualquiera que haya sido la mezcla de las razones para sustentar la reforma constitucional que finalmente se produjo en septiembre de 2024, la misma comenzó con la iniciativa presentada por el entonces presidente López Obrador el 5 de febrero del año anterior. Desde un punto de vista estructural, en ese documento propuso la elección mediante voto popular de la totalidad de los jueces del país; la separación de las funciones judiciales y administrativas, y la creación de un tribunal encargado de disciplinar a los juzgadores de todos los niveles.

López Obrador sostuvo al inicio que su propuesta sería presentada a la legislatura que se integraría el 1º de septiembre de 2024. No obstante, poco tiempo después cambió de opinión para que fuera discutida a lo largo de la campaña de su candidata presidencial Claudia Sheinbaum y aprobada en condiciones plebiscitarias.

La legislatura que concluyó sus funciones el 31 de agosto de 2024 llevó a cabo un rápido proceso de dictaminación y discusión, sin dar oportunidad a la presentación de contraargumentos o alternativas. Fue así como, en el DOF del 15 de septiembre de ese año, se publicaron las reformas y adiciones a diversos preceptos de la Constitución que afectaron considerablemente la integración, estructura y funciones de los órganos de justicia del país, entre ellos, desde luego, de la SCJN.

Estas reformas no introdujeron ningún remedio a los muchos y bien conocidos problemas que desde tiempo atrás se consideraban propios de la justicia nacional, ya fueran éstos de procuración o impartición, de carácter ordinario o constitucional, o de los ámbitos federal o local. En última instancia, mediante esta reforma se pretendía capturar a la función judicial —y, con ella, a la SCJN— en favor de los órganos políticos, más allá de que con ello se rompan todas las formas de racionalidad jurídica y las importantes funciones de mediación social que se cumplen mediante los juzgadores. La pérdida de la capacidad para resolver institucionalizadamente un amplio número de diferencias sociales genera un peligro real de la dispersión en el uso de la fuerza o, lo que es igual, de la pérdida de centralidad del Estado.

PRINCIPALES CONTENIDOS DE LA REFORMA

De acuerdo con las reformas publicadas en septiembre de 2024, la actual SCJN se compone de nueve ministros electos de manera directa mediante voto popular, conforme a los procedimientos que mencionaré en el apartado siguiente. A partir de agosto de 2025 sus actuaciones únicamente pueden verificarse en el Tribunal Pleno, al haber desaparecido las dos salas hasta entonces existentes.

Una vez electos, el periodo de duración en el cargo será de 12 años, sin posibilidad de reelección. Las faltas sin licencia superiores a un mes o provenientes de defunción, renuncia u otra causa de separación definitiva deberán ser sustituidas por la persona del mismo género que obtuvo el segundo lugar en la elección. La presidencia de la SCJN se renueva de manera rotatoria cada dos años, atendiendo al número de votos obtenidos por cada candidatura en la elección respectiva.

Al igual que los servidores públicos del PJF restantes, a partir de la reforma de 2024, los ministros están sometidos a la jurisdicción del Tribunal de Disciplina Judicial (TDJ). A este órgano compete investigar, sustanciar y resolver —de forma definitiva e inatacable— los procedimientos de responsabilidad administrativa, así como los conflictos entre el PJF y sus servidores públicos, y entre la SCJN y sus empleados.

El TDJ puede imponer las sanciones de “amonestación, suspensión, sanción económica, destitución e inhabilitación de las personas servidoras públicas” que, a su juicio, incurran en actos u omisiones contrarias a “los principios de objetividad, imparcialidad, independencia, profesionalismo o excelencia”. Sin embargo, tratándose de los ministros de la SCJN, deberá dar cuenta al Congreso de la Unión para efectos de los procesos de juicio político previstos en el Título Cuarto constitucional.

En caso de que se suscite una contradicción de criterios entre el TDJ y la SCJN respecto al “alcance de los derechos humanos y principios constitucionales que rigen los procedimientos administrativos sancionadores de personas funcionarias públicas”, su resolución corresponderá a la segunda, y las razones que justifiquen su resolución serán vinculantes para el TDJ.

A partir de la reforma en comento, se suprimió al CJF y se creó el Órgano de Administración Judicial (OAJ). El mismo es competente para administrar a la totalidad del PJF, incluida la SCJN. Para tal efecto se le dotó de competencias para ordenar la carrera judicial; determinar el número, división en circuitos, competencia territorial y especialización por materias de los tribunales de circuito y de los juzgados de distrito; regular el ingreso, permanencia y separación del personal de carrera judicial y del administrativo; verificar el cumplimiento de las normas administrativas del PJF, y elaborar el presupuesto de éste a fin de hacerlo llegar a la Cámara de Diputados para futura aprobación.

Conforme a la reforma constitucional, la SCJN es competente para conocer las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad, ciertos procesos de amparo trascendentes —facultad de atracción, problema de constitucionalidad novedoso, interpretación directa de la Constitución, etcétera—; la apelación en ciertos procesos federales para declarar la invalidez de las leyes con efectos generales, y para resolver cierto tipo de contradicciones de tesis.

Los cambios constitucionales relativos a la jurisdicción y la administración judicial acabados de reseñar tienen varios y graves inconvenientes. El primero de ellos radica en la supresión de las salas, ya que la SCJN se quedó sin dos órganos para resolver la enorme cantidad de asuntos que seguirán llegando. Como sucedió a lo largo del siglo xx, es previsible desde ahora que esa mala decisión genere pronto una carrera para combatir el rezago.

Un segundo tipo de problemas tiene que ver con la pérdida de supremacía de la SCJN en dos sentidos. Desde un punto de vista estrictamente administrativo, perdió una parte importante de sus capacidades administrativas para dejarlas en manos del OAJ. A este último órgano le corresponde la confección de su presupuesto y la asignación de recursos. Desde la perspectiva disciplinaria, el TDJ será competente para conocer las faltas de los ministros y de la totalidad del personal de la SCJN, así como para imponer las correspondientes sanciones, exceptuando la remoción de los ministros.

En lo que corresponde a la jurisdicción, la reforma constitucional no introdujo cambios sustantivos en ninguno de los procedimientos constitucionales. Sin embargo, y como consecuencia de ella, el legislador federal sí lo hizo respecto del juicio de amparo mediante las reformas publicadas a la ley de la materia en el DOF del 16 de octubre de 2025, por vía de la reducción del interés legítimo y de los alcances de la suspensión, destacadamente.

IMPLEMENTACIÓN DE LA REFORMA

El procedimiento electoral para elegir a los ministros y al resto de los juzgadores se dividió en dos partes, como respuesta —fútil— a la repetida crítica sobre las dificultades operativas de los mismos comicios. El Senado realizó una insaculación para escoger la mitad de los cargos judiciales federales, por los cuales se concursaría en 2025, en una jornada electoral extraordinaria. Los puestos restantes, se decidió, serían llevados a las casillas dos años después, en 2027.

Las elecciones extraordinarias comenzaron con la convocatoria emitida por el Senado para la integración del listado de candidaturas, etapas, fechas y plazos. Los postulantes tuvieron que satisfacer los requisitos constitucionales y “presentar un ensayo de tres cuartillas donde justifiquen los motivos de su postulación y remitan cinco cartas de referencia de sus vecinos, colegas o personas que respalden su idoneidad para desempeñar el cargo”. A los comités de evaluación creados por cada uno de los tres poderes federales les correspondió recibir las solicitudes para integrar listas con las personas mejor evaluadas para que el Poder Ejecutivo postulara hasta tres personas aspirantes por cargo, la Cámara de Diputados una, el Senado dos y la Suprema Corte tres. Esas listas tenían que hacerse llegar al Senado para que las remitiera al Instituto Nacional Electoral (INE) antes del 12 de febrero del año de la elección.

Para que los candidatos a ministros pudieran darse a conocer y obtener el voto popular, la Constitución previó campañas con una duración máxima de 60 días, prohibió las precampañas y otorgó a los candidatos tiempo de radio y televisión de manera igualitaria de acuerdo con la distribución del INE. A los candidatos se les otorgó el derecho a participar en foros de debate organizados por dicho órgano o en los gratuitos convocados por los sectores público, privado o social. Se prohibió el financiamiento público o privado para las campañas, la contratación de espacios en radio y televisión y en otros medios de comunicación, los posicionamientos de partidos políticos y servidores públicos a favor o en contra de alguna candidatura, así como la realización de actos de proselitismo.

Al INE le correspondió la organización de la jornada electoral, el cómputo de la elección, la publicación de los resultados y la entrega de las constancias de mayoría a las personas que obtuvieran el mayor número de votos entre mujeres y hombres para cada cargo respectivo. La SSTEPJF fue competente para resolver las impugnaciones y el Senado de la República para tomarles la protesta constitucional.

Con base en la reforma aprobada se celebró el muy controvertido proceso para elegir a la mitad de los juzgadores federales y locales, así como —y en lo que aquí interesa— a la totalidad de los ministros de la SCJN. Para lograr este resultado, el Congreso de la Unión delegó algunas de sus más importantes competencias en el INE, órgano que emitió un conjunto muy cuestionable de acuerdos para posibilitar la elección; acuerdos que, a su vez, fueron validados por la mayoría de los integrantes de la SSTEPJF.

De entre todos los actos irregulares que se dieron en los vergonzosos procesos legislativos, electorales y jurisdiccionales en torno a la elección, destaca el relativo al uso masivo de los llamados “acordeones”. Esto es, de las guías preparadas deliberada y organizadamente para guiar el voto popular en favor de las personas a las cuales el régimen quería colocar en sus correspondientes cargos. A partir de un análisis estadístico se demostró la existencia de comportamientos imposibles, ya que, de las 84 mil casillas instaladas, en más de 16 mil 400 ganaron los nueve candidatos oficiales y en casi 44 mil lo hicieron al menos seis de los nueve. Al analizar el tema por entidad federativa los resultados son aún más controversiales: nueve de nueve ganadores consiguieron una identidad del voto —Guerrero (65.9 %), Puebla (54.92 %), Campeche (53.61 %), Yucatán (53.57 %), Tamaulipas (47.97 %), Zacatecas (44.91 %), Sinaloa (43.08 %) y Tabasco (42.4 %)—, y seis de nueve ganadores resultados de muy difícil obtención —Aguascalientes (97.12 %), Quintana Roo (85.94 %), Guerrero (84.83 %), Oaxaca (80.77 %), Tamaulipas (78.95 %), Sinaloa (74.73 %), Yucatán (73.89 %), entre otros—.1

El diseño, elaboración y uso de los “acordeones” antes y durante la jornada electoral son los síntomas de una operación partidista encaminada a lograr el triunfo de ciertos y específicos candidatos. Las decisiones que sobre su uso tomó el INE y la SSTEPJF son la demostración de una amplia y bien concertada operación de Estado para conformar y legitimar las operaciones partidistas.

La legitimidad de la elección judicial no pudo obtenerse mediante los medios que sus impulsores habían supuesto. Ni la legitimidad de los presidentes López Obrador y Sheinbaum, ni la amplia mayoría congresional de sus partidos de respaldo fueron suficientes para ello. Fracasó la ilusión de que la elección popular serviría para limpiar todos los vicios y errores que se habían dado en los procesos legislativos, ante el INE o las graves inconsistencias de la SSTEPJF.

Por el contrario, la jornada electoral se caracterizó por una muy vasta cantidad de nuevas irregularidades que tuvieron que ver con las casillas, los conteos, los observadores y los resultados. A todo ello se adicionó la apatía y el rechazo ciudadano. Únicamente el 13 % del padrón electoral acudió a las urnas, y de ese bajo número de participantes un 3 % lo hizo para anular su voto.

Como resultado de los malhadados procedimientos electorales y de impugnación, los juzgadores electos iniciaron sus funciones el 1º de septiembre de 2025. En esta fecha ocuparon sus cargos los ministros que apenas unas semanas antes habían resultado electos mediante el auxilio de los mencionados “acordeones”. Finalmente tuvimos una judicatura sin prestigio técnico y sin el respaldo de las urnas.

EFECTOS DE LA REFORMA

Tal vez la única consecuencia positiva de los procesos de reforma constitucional y de cambios electorales consistió en poner a la justicia en el centro de una mucho más amplia discusión pública. Dicho de otra manera —y con total independencia de los resultados—, al haber propiciado cierta conciencia en cuanto a la relevancia de la procuración e impartición llevada a cabo por diversos órganos, se evidenció la condición de atraso en la que muchos de ellos se encuentran y, asimismo, la necesidad de lograr que en un futuro no muy lejano se hagan las adecuaciones necesarias para contar con instituciones capaces de resolver los problemas que, desde luego, las nuevas instituciones no estarán en posibilidad de lograr.

A pesar de lo mencionado en el párrafo anterior, la reforma tiene y tendrá efectos profundamente negativos sobre la impartición de justicia y la convivencia social en el país.

La sustitución de la carrera judicial por un sistema de elección popular abrió la posibilidad de quebrar la racionalidad jurídica. En cuanto que los juzgadores acceden a sus cargos mediante respaldos políticos, financieros o delictivos, es previsible que su lealtad no sea hacia el derecho sino hacia quienes les posibilitaron ocupar el cargo. Asimismo, quien carece de formación y entrenamiento para comprender, instruir y resolver los casos de su competencia es incapaz de desarrollar el programa normativo aprobado por el propio Congreso. En este escenario, la ley deja de ser una herramienta de transformación social para convertirse en un objeto, carente de un intérprete capaz de darle vida institucional.

Dado el control partidista y gubernamental sobre los candidatos y ahora juzgadores, entre afines y simpatizantes ajenos a la profesionalidad judicial, el gobierno se ha privado de los instrumentos necesarios para la ejecución de sus propios fines generales. De aquellos que, al ser mayoría legislativa, ha podido alcanzar mediante las leyes aprobadas por sus legisladores. Un sistema judicial capturado e incompetente no puede funcionar como elemento para el desarrollo de sus propias determinaciones ni, menos aún, como mecanismo para el cumplimiento de los fines constitucionales.

Las consecuencias de dejar el orden jurídico en manos de juzgadores que operan bajo racionalidad política o que no cuentan con las capacidades jurídicas necesarias para llevar a cabo su labor son dos. La primera radica en la degradación de las condiciones de la paz social, derivada de la dificultad de resolver con oportunidad y rigor los conflictos humanos. Lo anterior impulsa la justicia por propia mano y posibilita que actores privados de muy distinta naturaleza asuman la coacción estatal. Segundo, por la desfiguración de la vida cotidiana. Esto se produce por el hecho de que en la modernidad una parte muy importante de la posición de cada cual proviene de lo que se determine de manera general en las leyes y se individualice cotidianamente mediante las resoluciones judiciales. Es así que, si lo resuelto por los tribunales es difuso o está mal construido, las normas que rigen los comportamientos no alcanzan a fijarse.

Como gran balance final es posible sustentar que, por una parte, la reforma no resolvió los muchos y bien detectados problemas existentes en la procuración y la impartición de justicia del México contemporáneo. Nada se propuso, en efecto, sobre policías, ministerios públicos, servicios periciales, ni sobre los procesos, las formas de acceso o los medios alternativos de resolución de conflictos. La reforma fue estrictamente orgánica y, bajo un discurso engañoso, dirigida a controlar a los juzgadores nacionales por motivos
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